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Acta No. 428 de agosto 22 de 2017




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por COSMITET LTDA. -Corporación de Servicios Médicos Internacionales THEM y CIA. LTDA.- frente a la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, el 23 de junio último, en esta acción de tutela que Luz Mery Cataño Cardona promovió en contra de aquella y del Fondo de Pasivo Social-Ferrocarriles Nacionales de Colombia.





ANTECEDENTES

  



Luz Mery Cataño Cardona, quien actúa en su propio nombre, relató, en síntesis, que ante los problemas de corazón que presenta, el médico tratante le ordenó los procedimientos denominados: “gamagrafía pulmonar; perfusión y ventilación”, para ser realizados en la ciudad de Armenia. De igual manera, se le ordenó una “arteriogragía coronaria” para efectuase en Cali (Valle); pero no posee los recursos económicos necesarios para sufragar pasajes, alojamiento y comida para ella y un acompañante. Tampoco le suministran los insumos para audífonos. Depende de su esposo y lo que devenga el mismo como pensión, es utilizado para cubrir necesidades básicas.
  



Solicitó que se ordenara a la accionada la realización de los exámenes dispuestos por el médico tratante en esta ciudad, y de no ser posible, que se le entreguen los viáticos junto con los de un acompañante para lograr su materialización en las ciudades que corresponda; además, la entrega “de los audífonos, esto es, la pera y spray”; y, finalmente, brindarle un tratamiento integral frente a la afección que presenta. 




Consideró vulnerados los derechos a la salud y a la vida digna. 




Con la demanda se aportaron, entre otros, reportes clínicos y cotización de los productos para cuidado y mantenimiento de audífonos: pera y spray.

  



Obra a folio 3 del cuaderno 1, un testimonio recibido a la demandante el 9 de junio del presente año, en cumplimiento, se dice, de un auto de esa misma fecha, que no reposa en el expediente. Dicha actuación fue anterior a la admisión que tuvo lugar el 12 de ese mes, con lo cual se entiende que la funcionaria quiso ampliar la información suministrada por la demandante en su escrito inicial. 

   


 
El Juzgado le dio impulso a la acción, corrió traslado por el término de 3 días para que se ejerciera el derecho de defensa, y dispuso, antes de proveer sobre la medida provisional, requerir al médico tratante para que absolviera algunos interrogantes que no formuló la funcionaria, como ha debido ser, sino el secretario del despacho (f. 21 y 26).

 



Por medio de apoderado judicial COSMITET LTDA., indicó que los exámenes y procedimiento dispuestos a la paciente fueron autorizados y su ejecución sería en las ciudades de Armenia y Cali, pero la paciente se ha negado a acudir a las clínicas respectivas. Y en lo relacionado con el mantenimiento de audífonos es una labor que deben realizar los pacientes todas las noches, pues la revisión de funcionamiento la realiza el laboratorio; hace claridad en el sentido de que la tecnología de dicho insumo, no permite limpieza o mantenimiento interno por parte del usuario (f. 28 y 35). Por tanto, afirma, ninguna vulneración de derechos fundamentales hay de su parte, ya que cuenta con la libertad empresarial de cumplir la prestación de servicios con su red contratada; adicionalmente, la orden de tratamiento integral es inviable, pues se caería en el error de otorgar prestaciones que aún no existen.
 



El médico requerido por el despacho hizo pronunciamiento en torno a lo que le fue solicitado.

  



Sobrevino el fallo de primer grado que concedió el amparo y le ordenó a Cosmitet que en el término de 48 horas, autorizara “el examen denominado ‘gammagrafía pulmonar, persusión y ventilación, radiografía de tórax y arteriografía coronaria, así mismo… una pera y un espray’.” para ser realizados en un plazo no superior a 20 días. Se ordenó de igual manera, el suministro de servicio de transporte para el traslado de la accionante y un acompañante hacia la ciudad donde deba recibir la atención médica, y se negó la prestación del tratamiento integral.
   



Para así decidir, se hizo referencia al derecho fundamental a la salud y a los servicios no POS; se advirtió la necesidad de la práctica de los procedimientos ordenados a la demandante y que la obligación de la accionada no culmina con la autorización, si es imposible acceder a los servicios por las limitantes puestas de presente en el libelo; agregó el fallo que en el caso concreto se cumplen las exigencias señaladas por la jurisprudencia para acceder al respectivo beneficio. Por último, como aún no se encontraba establecido el diagnóstico de la demandante, se negaba la prestación de un tratamiento integral.
   



Impugnó Cosmitet Ltda, con similares argumentos a los de su respuesta. Extemporáneamente, se pronunció el subdirector de prestaciones sociales (e) del Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia.




CONSIDERACIONES

   



Antes de asumir el fondo del asunto, precisa la Sala decir que el testimonio que reposa a folio 3 del cuaderno principal, curiosamente antes de que fuera repartida la demanda (f. 19), que lo fue el 8 de junio, más parece obedecer a un requerimiento previo del Juzgado para que la accionante aclarara algunos hechos en los que fundamentó sus peticiones, que a una prueba, como quiera que se practicó el 9 de junio, esto es, antes de que se le diera trámite a la acción (f. 21), además, sin auto que lo ordenara, pues el que se anuncia en el acta es inexistente. En realidad, esa circunstancia en nada afecta el trámite, pues lo que se hizo fue ratificar el contenido del escrito inicial. Es una irregularidad que no trasciende en este trámite, ni vulnera el derecho de defensa, por cuanto, se reitera, el impulso de la demanda se surtió con posterioridad a esa diligencia, con lo que la parte accionada tuvo oportunidad de controvertir su contenido. 

  



Sin embargo, se llama la atención del juzgado para que no se repita esta situación. 
  



De otro lado, la contestación del Fondo de Pasivo Social Ferrocarriles Nacionales de Colombia, aunque tardía, será tenida en cuenta por la información que de allí se desprende, acerca de que Cosmitet Ltda. interviene como su IPS, para la prestación de servicio de salud a sus afiliados. 

   



Además, que es imposible atender la tercera de las peticiones de la impugnación, relacionada con la supuesta orden de “hospitalización en casa permanente en el domicilio de la accionante”, pues ese no fue el objeto de la tutela, ni en la providencia se impartió orden alguna en ese sentido. 
   



Dicho esto, se recuerda que el artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



En este caso, Luz Mery Cataño Cardona, invocó el amparo de los derechos fundamentales a la salud y la vida en condiciones dignas, que consideró conculcados por parte de COSMITET LTDA y el Fondo de Pasivo Social  Ferrocarriles Nacionales de Colombia, al negarle el suministro de los viáticos necesarios para ella y un acompañante con el fin de que pueda desplazarse a la práctica de los exámenes dispuestos por su médico tratante, ya que fueron autorizados en ciudades diferentes a la de su residencia y carece de los recursos económicos para asumir los costos que ello genera. Igualmente, por la negativa de suministrarle insumos para el cuidado de los audífonos.




No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima corporación constitucional
, y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°); además, nadie puso en entredicho las órdenes médicas de que da cuenta la actora, menos aún la necesidad en la atención requerida. 
  



Así que para decirlo de una vez, en cuanto atañe a lo dispuesto para ejecutar en forma efectiva los exámenes dispuestos por el profesional especialista tratante, resultan razonables los argumentos expuestos por el Juzgado de primer grado, al conceder la protección reclamada, porque, están en juego no solo los derechos invocados expresamente, sino porque también queda en entredicho el denominado al diagnóstico, pues de trata de establecer cuál es el tratamiento a seguir con la actora, ante la afección que la aqueja. Si bien se autorizaron los servicios, esa gestión quedó a mitad de camino, porque la interesada, como indicó, no cuenta con los recursos económicos suficientes para cubrir de su propio peculio todo aquello que le ha de generar el traslado a otras ciudades diferentes a la de su residencia, circunstancia sobre la que nada replicó la demandada, ni demostró que fuera diferente la situación. Así que, sin esos medios, quedan en el limbo las autorizaciones expedidas, de allí que carezca de razón la entidad Cosmitet Ltda.
 



Precisamente, sobre estos dos puntos, el derecho al diagnóstico y el transporte, ha explicado la Corte Constitucional respecto del primero
  que:  
   


“En abundante jurisprudencia… esta Corporación se ha ocupado del análisis del derecho al diagnóstico como supuesto indispensable para la adecuada prestación del servicio de salud.

 

Así, en sentencia T-1181 de 2003 la Corte señaló el contenido preciso del derecho al diagnóstico. En dicha oportunidad esta Corporación indicó que tal garantía confiere al paciente la prerrogativa de exigir de las entidades prestadoras de salud la realización de los procedimientos que resulten precisos con el objetivo de establecer la naturaleza de su dolencia para que, de esa manera, el médico cuente con un panorama de plena certeza sobre la patología y determine “las prescripciones más adecuadas” que permitan conseguir la recuperación de la salud, o en aquellos eventos en que dicho resultado no sea posible debido a la gravedad de la dolencia, asegurar la estabilidad del estado de salud del afectado.

 

En igual sentido, en sentencia T-232 de 2004 la Corporación sostuvo que el alcance del derecho a la seguridad social no se agota en la posibilidad de obtener la atención médica, quirúrgica, hospitalaria y terapéutica requerida, sino que incluye, como presupuesto esencial, el derecho a un diagnóstico efectivo... Dicho diagnóstico está orientado a precisar, de manera suficiente, la situación actual del paciente, lo cual permite a los facultativos la posibilidad de prestar un adecuado servicio de salud. Dichos exámenes, precisó la Corte, deben ser practicados con “la prontitud necesaria y de manera completa...

En cuanto a la oportunidad en que debe ser realizado el examen diagnóstico, es preciso resaltar que la urgencia de su práctica no se da en forma exclusiva en aquellos eventos en los cuales la vida del paciente se encuentra en riesgo inminente, pues la demora injustificada en la atención de las enfermedades ordinarias, ocasionada por la falta de diagnóstico, supone un ilegítimo irrespeto al derecho a la dignidad humana, toda vez que dicha actuación dilatoria obliga al paciente a soportar las inclemencias de su dolencia, siendo éstas evitables con la puntual iniciación del tratamiento médico...

 

Sobre el asunto objeto de análisis, en sentencia T-860 de 2008 esta Corporación indicó lo siguiente a propósito de la oposición a la práctica de exámenes que permitan el establecimiento del origen de una determinada dolencia y su posterior atención:

 

[E]n ocasiones el médico tratante requiere una determinada prueba médica o científica para poder diagnosticar la situación de un paciente. En la medida que la Constitución garantiza a toda persona el acceso a los servicios de salud que requiera, toda persona también tiene derecho a acceder a los exámenes y pruebas diagnósticas necesarias para establecer, precisamente, si la persona sufre de alguna afección a su salud que le conlleve requerir un determinado servicio de salud. Esta es, por tanto, una de las barreras más graves que pueden interponer las entidades del Sistema al acceso a los servicios que se requieren, puesto que es el primer paso para enfrentar una afección a la salud. Así pues, no garantizar el acceso al examen diagnóstico, es un irrespeto el derecho a la salud.” (énfasis fuera de texto)

 

   



  Y, en cuanto al segundo, ha enfatizado
:
“Al respecto, desde una óptica constitucional, esta Corporación ha sido enfática al afirmar que no se les puede imponer cargas económicas desproporcionadas a los usuarios que cuentan con menores recursos, en comparación con quienes sí pueden sufragar el costo del transporte.
 Gracias a esto, ha adoptado la siguiente regla jurisprudencial: cuando un paciente es remitido a una entidad de salud en un municipio distinto al de su residencia, la EPS debe sufragar los gastos del desplazamiento a los que haya lugar sin importar que el servicio de transporte haya sido ordenado por su médico tratante siempre y cuando se cumplan las siguientes dos (2) condiciones: (i) que ni el paciente ni sus familiares cercanos tengan los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado, y (ii) que de no efectuarse la remisión, se ponga en riesgo la dignidad, la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
 

(…)
4.8. La identificación de los eventos en los cuales es viable autorizar el servicio de transporte, depende del análisis fáctico de cada caso concreto. El juez debe evaluar la pertinencia, necesidad y urgencia de la medida, así como las condiciones económicas del actor y su núcleo familiar. De resultar positiva esta evaluación, debe ordenarle a la EPS que asuma los costos pertinentes y, posteriormente, que recobre a la entidad estatal correspondiente por los valores que no esté obligada a sufragar.

  



Se dijo, que no hay evidencias que contraríen la necesidad de los exámenes requeridos por la actora; nada se acreditó en contrario, acerca de que a ella, o a su grupo familiar, les es imposible asumir las cargas económicas que se generan con el traslado a otras ciudades, lo que pone en riesgo su derecho a la salud, por la falta de una determinación médica que indique el paso a seguir.
  



De manera que nada de infundado se encuentra en la orden que expidió el Juzgado en cuanto concedió el amparo e impartió la orden de que se procediera, de nuevo, a la expedición de las autorizaciones pertinentes, para evitar, valga acotar en esta instancia, nuevos trámites por los vencimientos que se conocen respecto de esa clase de servicios; como tampoco en la orden del pago del transporte para la paciente y un acompañante, si es que se persiste en que las valoraciones sean realizadas en un lugar diferente al de su residencia.  En el caso del acompañante, por cuanto los procedimientos ordenados imponen la presencia de una persona que la asista en esos momentos. 

   



Incluso, como fue dicho en la parte motiva de la providencia que se revisa, no se trata solo del transporte, sino de los viáticos en general, esto es, la alimentación y el alojamiento, si es que ellos fueran necesarios, sentido en el cual se adicionará la parte resolutiva; además, se dispondrá que tales viáticos sean suministrados antes de las fechas programadas para los exámenes. 
  



De dichas órdenes, no puede desligarse al Fondo de Pasivo Social-Ferrocarriles Nacionales de Colombia, que como entidad afiliadora del servicio de salud de Luz Mery Cataño Cardona, según se reconoció en el escrito arrimado (f. 69), debe garantizar que se preste adecuadamente el servicio, dado que Cosmitet Ltda. interviene en este caso como una IPS por cuenta suya, como afirma en esa misma respuesta (f.71). 
   



De otro lado, la protesta por la orden de suministro de una pera y espray tiene que salir avante, como quiera que, al margen de las explicaciones que blande la impugnante acerca de la imposibilidad para que el usuario efectúe un mantenimiento de aquel insumo por sus propios medios, ninguna orden o recomendación especial por parte de los médicos tratantes se ha expedido sobre el particular, que no la constituye una simple cotización allegada. Por tanto, ese mandato será revocado, para, en su lugar, negar dicha solicitud.

  



En conclusión, se confirmará el fallo impugnado en cuanto concedió el amparo de los derechos invocados; se adicionará para disponer que en caso de que las autorizaciones para llevar a cabo la práctica de los exámenes recomendados se extienda a otras ciudades diferentes a la de la residencia de la paciente, se suministre igualmente, fuera del transporte para ella y un acompañante, viáticos de alimentación y alojamiento, durante el tiempo que fuere necesario; y se revocará la orden de entrega de pera y espray para audífonos y, en su lugar, se negará.
  



Incluso se ratificará la negativa del tratamiento integral, por cuanto los exámenes ordenados hacen parte de un estudio que se realiza a la paciente por un dolor precordial, de manera que el diagnóstico final es por completo incierto. Adicionalmente, la acción se promovió por la dificultad de la paciente para desplazarse a otra ciudad a practicarse unos exámenes, que es lo que se remedia con el fallo, más que por la falta de autorización de los servicios requeridos por la accionante  




 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, el 23 de junio último, en esta acción de tutela que Luz Mery Cataño Cardona promovió en contra de la Corporación de Servicios Médicos Internacionales THEM y CIA. LTDA COSMITET LTDA. y del Fondo de Pasivo Social-Ferrocarriles Nacionales de Colombia.





Se ADICIONA en el sentido de que la parte demandada deberá brindar, además del transporte, viáticos de alojamiento y alimentación para la paciente y un acompañante, en caso de que persistan las autorizaciones fuera de la ciudad, por el tiempo que sea necesario, los que deberán suministrarse antes de las fechas programadas para su realización.  
 



Se REVOCA la orden de entrega de una pera y un espray. En su lugar, se niega esa solicitud.
  



Entérese de esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
  



A su regreso, archívese el expediente. 
   



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS               DUBERNEY GRISALES HERRERA
Aclaración y salvamento parcial de voto
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-274 de 2009


� Sentencia T-155 de 2014


� Ver Sentencia T-173 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa).


� Ver Sentencias T-900 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez Caballero),  T-1079 de 2001 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), T-1158 de 2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra),  T- 962 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-493 de 2006 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), T-760 de 2008 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-057 de 2009 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-346 de 2009 (M.P. María Victoria Calle Correa), T-550 de 2009 (M.P. Mauricio Gonzáles Cuervo), T-149 de 2011 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-173 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa) y T-073 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 


� Ver Sentencias T-550 de 2009 (M.P. Mauricio Gonzáles Cuervo) y T-073 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 





